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Introducción

Es indudable que actualmente existe en nuestras vidas una gran influencia y
participación de las tecnologías, las cuales empleamos para muchas cosas. Entre
estas herramientas que utilizamos se encuentra el internet, teniendo varios pro-
gramas y plataformas de redes sociales como Myspace, LinkedIn, Facebook,
Twitter, Instagram, entre otros. De igual manera se encuentran buscadores de
datos e información indexados como Google, Yahoo! Bing y otros más.

Esto ha planteado nuevas formas de crear y acceder a la información en esta
herramienta tecnológica, lo cual genera ciertas repercusiones en nuestras vidas,
que en principio son neutrales sobre los derechos de las personas y en particular
respecto al derecho a la privacidad y protección de datos personales.

Sin duda alguna, en la internet, los programas y aplicaciones que son los más exi-
tosos son aquellos que se alimentan a través de la aportación de información por
parte de los propios individuos que las emplean, donde el usuario se convierte en
difusor de información personal, propia y de terceros y no es un mero espectador,
lo cual ha hecho que surjan nuevos conflictos relacionados con la privacidad,
tratando de aportar el nuevo “derecho al olvido” una solución a los mismos.

En el presente trabajo, buscaremos de manera sucinta de determinar qué es
este “derecho al olvido”, cómo surge, cuándo procede y si realmente es algo
nuevo y distinto a lo ya existente.

1. Los derechos humanos y acceso universal a internet

Para poder determinar qué es el derecho al olvido, primero debemos aclarar
algunas nociones que le sirven de fundamentos o con las cuales se deben
hacer distinción:

1.1. Los derechos humanos
Una de las características de los derechos humanos es su imbricada relación
entre todos ellos para con la dignidad humana y su imprescindibilidad en el
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1 En donde los derechos humanos son el objetivo que justifica el sistema político.
2 Solozábal Echevarría, Juan José: “Una revisión de la teoría de los derechos funda-

mentales”. En: Revista Jurídica. N° 4. Universidad Autónoma de Madrid. Madrid,
2001, pp. 106-107. Igualmente lo señalan Rubio Llorente, Francisco: “Derechos funda-
mentales, derechos constitucionales y derechos humanos”. En: Revista Politeia. N° 26.
Universidad Central de Venezuela. Caracas, 2001, pp. 133-137; Ayala Corao, Carlos
M.: “Recepción de la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos por la juris-
prudencia constitucional”. En: Revista Politeia. N° 26. Universidad Central de Venezuela.
Caracas, 2001, p. 139; Fernández Segado, Francisco: “Sistemas de protección judicial
de los derechos fundamentales”. En: Revista de Derecho Constitucional. N° 1. Editorial
Sherwood. Caracas, 1999, pp. 55-56; Nogueira Alcalá, Humberto: “La dignidad de la
persona, derechos esenciales y derecho a la igual protección de la ley”. En: Revista de
Derecho Constitucional. N° 1. Editorial Sherwood. Caracas, 1999, pp. 241-265.

sistema democrático1, por lo que los derechos humanos son la proyección 
jurídica de la dignidad de la persona y la condición de su desarrollo, lo cual,
a su vez, subraya la dimensión individual de los mismos2.

En este punto es importante recordar el concepto de persona, entendida como
una construcción técnico-jurídica que surge de una necesidad lógica-formal
en razón de las relaciones sociales, y en la medida en que éstas generan de-
rechos y obligaciones, el Estado garantiza la protección de hechos y actos por
medio de un ordenamiento jurídico. Así, la persona que es sujeto de derechos
y obligaciones, se proyecta al mundo jurídico a través de la personalidad,
siendo que los llamados derechos de la personalidad son cualidades esenciales
de la persona que el derecho impone y reconoce por la propia naturaleza in-
trínseca del ser humano y que constituye el presupuesto lógico-necesario que
justifica la validez y eficacia del ordenamiento jurídico.

Además, se debe tener presente que todos los derechos humanos son universales
e indivisibles, están relacionados entre sí, son interdependientes y se refuerzan
mutuamente y han de tratarse de manera justa y equitativa, en igualdad, otor-
gándoles a todos el mismo peso, aunque se requiere tener en cuenta la impor-
tancia de las peculiaridades nacionales, regionales, los antecedentes históricos,
culturales y religiosos. No obstante, a pesar de los factores que se deben tener
presente, ya hemos mencionado, todos los Estados, independientemente de
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3 Fernández Segado, Francisco: “La dignidad de la persona como valor supremo del or-
denamiento jurídico”. En: Revista Tachirense de Derecho. N° 7. Universidad Católica
del Táchira. San Cristóbal, 1995, p. 5.

4 El Preámbulo dice: “Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo
tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales
e inalienables de todos los miembros de la familia humana”.

5 Que dice: “Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de
las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el

cuál sea su sistema político, económico y cultural, tienen la obligación de
promover y proteger todos los derechos humanos y libertades fundamentales,
asumiendo la responsabilidad, de conformidad con los distintos tratados inter-
nacionales sobre la materia, de respetar estos derechos y las libertades funda-
mentales de todos, sin distinción de ningún tipo por motivos de raza, color,
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o so-
cial, posición económica, nacimiento u otra condición. En este sentido, la paz,
la seguridad, el desarrollo y los derechos humanos son los pilares del sistema
de los Estados, lo cual se refleja en organizaciones internacionales como las
Naciones Unidas, lo cual crea los cimientos de la seguridad y el bienestar co-
lectivo, encontrándose estos aspectos vinculados entre sí, reforzándose mu-
tuamente, y por ello, la importancia de garantizar la universalidad, objetividad
y no selectividad en el examen de las cuestiones de derechos fundamentales y
de eliminar la aplicación de un doble rasero y la politización, donde la pro-
moción y protección de los derechos humanos debe basarse en los principios
de la cooperación y el diálogo genuino, obedeciendo al propósito de fortalecer
la capacidad de los Estados para cumplir sus obligaciones en materia de estos
derechos en beneficio de toda la humanidad.

1.2. Dignidad de la persona humana
La dignidad de la persona humana es considerada como un núcleo axiológico
constitucional y, por lo tanto, un valor jurídico supremo3. Así se encuentra re-
conocido en el primer párrafo del Preámbulo y en el artículo 1 de la Declaración
Universal de Derechos Humanos del 10 de diciembre de 19484, así como el
Preámbulo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito
en Nueva York el 16 de diciembre de 19665.
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De esta forma, a pesar de lo difícil que es determinar un concepto y el núcleo
de este derecho, la definición más aceptada de von Wintrich6 define la digni-
dad del hombre como aquella que consiste en que “el hombre, como ente
ético-espiritual, puede por su propia naturaleza, consciente y libremente, au-
todeterminarse, formarse y actuar sobre el mundo que lo rodea”. De este
modo los derechos humanos o fundamentales deben tener a la dignidad hu-
mana como origen y fundamento del cual emanan, siendo considerada su exis-
tencia, por la doctrina mayoritaria, incluso previa a la propia Constitución que
la reconoce y garantiza.

Por ello, es que el ser humano puede actuar con libertad de decisiones sobre las
acciones que va a efectuar u omitir, incluyendo la posibilidad de actuar de hecho
en forma consecuente con la decisión asumida, ya sea con una visión religiosa,
ontológica, ética y social. En tal sentido, toda actuación en contra del individuo
que implique desprecio genera una violación de la dignidad, ya que el Estado
existe, surge y se fundamenta en los derechos humanos estando al servicio del
hombre y no el hombre para la existencia del Estado. Por todo esto, cualquier
norma que contravenga o ignore la dignidad de la persona se debe considerar
nula, ya que ésta es la fuerza ordenadora del ordenamiento jurídico.

Además, el concepto de dignidad humana no es estático sino dinámico y
abierto a nuevos enriquecimientos7; siendo que todos los órganos y entes del
Estado se encuentran obligados a realizar sus actuaciones e interpretaciones
de conformidad con este valor y en función del mismo.

El artículo primero de la Declaración Universal de los Derechos Humanos señala
que “todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”.

reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana
y de sus derechos iguales e inalienables”.

6 Citado en Fernández Segado: ob. cit. (“La dignidad de la persona…”), p. 8.
7 Es así como se habla de derechos humanos de primera, segunda, tercera y cuarta ge-

neración, en donde la dignidad humana se encuentra presente en todos ellos como
conjunto, es el valor y principio que los nutre y forma parte de su núcleo esencial, te-
niendo en cuenta que esto se emplea como una mera clasificación y no como orden
de creación y reconocimiento por el ordenamiento jurídico.



Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • No 6 • 2016212

8 Nogueira Alcalá: ob. cit., p. 241.

Su artículo segundo reconoce que “toda persona tiene todos los derechos y
libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza,
color, sexo, nacimiento o cualquier otra condición”. Principios que también
recoge nuestra Carta Magna en su artículo 3, entre otros.

Los derechos de la personalidad implican, por tanto, un elenco de deberes
impuestos a los miembros del grupo social en sus relaciones con todos los
otros integrantes que los obligan a respetar la dignidad y la calidad intrínseca
de todas y cada una de las personas.

Hay actualmente consenso en el pensamiento jurídico de nuestro tiempo, pro-
ducto de la evolución en el razonamiento jurídico, de que todos los derechos
humanos tienen en común que solo por motivo de la dignidad humana es que
ellos existen (junto con el derecho a la vida), al emerger de este concepto,
con lo cual se observa que la dignidad de la persona constituye el fundamento
de la igualdad de todas las personas entre sí y fuente de otros derechos. Por
ello, que sean absolutamente inaceptables las más variadas formas de discri-
minación. Por ello:

La dignidad de la persona humana es el valor básico que fundamenta los
derechos humanos, ya que su afirmación no solo constituye una garantía,
de tipo negativo que protege a las personas contra vejámenes y ofensas de
todo tipo, sino que debe también afirmar positivamente a través de los de-
rechos el pleno desarrollo de cada ser humano y de todos los seres humanos8.

De allí que la dignidad de la persona, es muy difícil definirla, pero se puede
apreciar en la realidad concreta su vulneración, cada vez que se perturba, ame-
naza o priva de sus derechos esenciales, que la denigran, humillan, que la dis-
criminan, cuando se ponen obstáculos para su plena realización y cada vez que
el Estado la utiliza como un medio o instrumento de su propio fin. Por lo que la
dignidad de la persona constituye una realidad ontológica supraconstitucional
al igual que los derechos que le son inherentes, como los derechos humanos,
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9 Ibíd., p. 242.
10 Ídem.

el Estado y la Constitución solo la reconocen y garantizan pero no la crean,
siendo que el Estado y el ordenamiento jurídico que lo regula deben excluir
cualquier aproximación instrumentalizadora de la persona. De este modo, el
ser persona es ser un fin en sí mismo y se viola la dignidad humana cuando
la persona es convertida en un objeto o se constituye como un mero instru-
mento para el logro de otros fines9.

Por ello, se señala que la dignidad de la persona (natural y no moral o colec-
tiva) tiene un contenido integrador de los vacíos o lagunas existentes en el or-
denamiento jurídico y en la propia Constitución, de reconocimiento de
derechos implícitos, pero teniendo en claro que la dignidad es solo para las
personas naturales y no las morales o jurídicas, siendo el fundamento de la
libertad, la igualdad y los derechos, como el fundamento de la obligatoriedad
moral y jurídica de respetar los bienes de los derechos humanos, correspon-
diendo por igual a todos, distinto a la honra, al prestigio o la dignidad de las
funciones que se desarrollan, ya que son bienes que pueden aumentar, dismi-
nuir o desaparecer, dependiendo de cada quién y las circunstancias. Esta dig-
nidad y los derechos esenciales que se desprenden de ella, son los que deben
ser protegidos, garantizados, efectivizados y promovidos, a través de meca-
nismos eficaces en el ámbito nacional e internacional o supranacional; sobre
todo al considerar que el ser humano no vive aislado sino en sociedad, y los
derechos que se fundamentan en la dignidad deben ser examinados dentro
del complejo sistema de derechos humanos que se interrelacionan y se limitan
recíprocamente, y no de forma aislada10.

1.3. Relación entre el derecho a la dignidad de la persona
y al libre desarrollo de la personalidad

El libre desarrollo de la personalidad supone la facultad de todo individuo de
hacer uso de todas sus potencialidades físicas, intelectuales y morales, en su
propio beneficio, siendo que además se vincula de manera intrínseca con la
posibilidad de que todo individuo pueda realizar y lograr su proyecto de vida.



Este derecho, apoyado en los demás derechos humanos, otorga al individuo
la posibilidad de hacer todo aquello que esté a su alcance, siempre que ello
no suponga la afectación injustificada de otros bienes jurídicos, para realizar
el proyecto de vida libre y voluntariamente elegido por el sujeto, resguardando
ese espacio de libertad individual en el cual el sujeto es realmente el soberano
de su propio destino.

1.4. El derecho a la intimidad, a la vida privada
y a la propia imagen

En el artículo 60 de la Constitución, en el artículo V de la Declaración Ameri-
cana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el artículo 12 de la Declaración
Universal de Derechos Humanos, en el artículo 17 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 11 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, se reconocen estos derechos. Así, dentro de los ele-
mentos de la vida privada estará la vida familiar (filiación, matrimonio y di-
vorcio), la vida amorosa, la imagen, los recursos económicos, los impuestos.

La “intimidad” se refiere a ese ámbito interior que solo conoce uno mismo,
en lo más interior y profundo; por ello, es el derecho a la reserva de la vida
privada –la Declaración Universal de Derechos Humanos dice: “Nadie será
objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada (…) Toda persona tiene
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques”–, así no
se pueden poner de manera pública actos y datos personales sin permiso de
la persona afectada (natural o jurídica, pública o privada, individual o grupal),
quien determinará por sí misma cuándo, cómo y con qué extensión puede ser
comunicada a terceros la información acerca de ella. De tal forma que puede
ser entendida no solamente como una garantía (sentido negativo), sino tam-
bién como presupuesto del ejercicio de otros derechos con proyección social
e incluso económica (sentido positivo).

Es un derecho personalísimo ligado a la existencia misma del individuo que
tiene por objeto garantizar la existencia de un ámbito propio y reservado frente
a la acción y conocimiento de los demás, el cual es necesario –según nuestra
realidad cultural– para mantener la calidad de vida mínima. Así es un ámbito
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vital propio, exclusivo y reservado al conocimiento e intromisiones de los
demás (ya sea un particular o el Estado), y que es sobre lo que recae la pro-
tección constitucional. Se trata de un derecho de difícil definición, ya que
corresponde a un derecho dinámico, contingente y de delimitación casuística,
por lo que la determinación del bien jurídico protegido por el derecho y las
acciones efectuadas por terceros que se puedan considerar intromisiones
ilegítimas dependerá de cada caso concreto y corresponderá a los órganos
judiciales establecerlos.

El derecho a la intimidad se vuelve más relevante con la gran capacidad que
posee el Estado, así como los particulares, para acumular y acceder a gran can-
tidad de información sobre las personas de toda índole. Con esto se puede afectar
el derecho al honor y a la reputación, así como a la privacidad y a la intimidad.
Por lo que el derecho a la intimidad no pretende anular el derecho a la informa-
ción, sino otorgar una protección de este derecho sin hacer nugatorio al otro.

Al ser algo que solo conoce uno personalmente, se refiere a lo más recóndito,
a un mundo interior, un lugar donde solo puede entrar uno mismo y del que
es dueño, vinculado con la vergüenza y el pudor, que es la protección natural
de la intimidad tendiente a cubrir u ocultar espontáneamente lo intrínseco
frente a las miradas extrañas, estableciendo una línea fronteriza entre lo pú-
blico y lo privado, lo oculto y lo externo. Desde el punto de vista jurídico, es
el derecho a la reserva de la vida privada, vinculado al derecho a la libertad, en
cuanto derecho del individuo a hacer lo que le parece, esto es, a estar solo, a
no ser incomodado, a tomar decisiones en la esfera privada sin la intervención
de terceros o el Estado. Esto no significa que este derecho no pueda ser limi-
tado, pero debe haber una cierta área mínima de libertad personal que no debe
ser violada, conocido también como núcleo esencial, y que en caso de ser in-
vadido, el individuo pasaría a disponer de un área demasiado estrecha para el
desarrollo mínimo de sus facultades naturales.

En consecuencia, el Estado o sus autorizados serán los únicos que obligarán
a una persona a dar acceso a un dato, tanto al organismo estatal como a ter-
ceras personas. Igualmente, podrá regular la libertad de exigir datos que en
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11 Ochoa E., Oscar G.: Personas. Derecho Civil I. Universidad Católica Andrés Bello.
Caracas, 2006. p. 482.

12 Domínguez Guillén, María Candelaria: “Algunos aspectos de la personalidad jurídica
del ser humano en la Constitución de 1999”. En: El derecho constitucional y público
en Venezuela: Homenaje a Gustavo Planchart Manrique. Tomo I. Universidad
Católica Andrés Bello; Tinoco, Travieso, Planchart & Núñez. Abogados. Caracas,
2003, pp. 246-247.

situaciones determinadas llevarían a la discriminación de un grupo minoritario
de personas impidiéndole así la realización de actividades que quizás no sean
básicas para la supervivencia del individuo.

Por esto, es necesaria la armonización del derecho a la autodeterminación infor-
mativa y la protección de datos personales, con el derecho a la información con-
templado en el numeral 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

El derecho a la “propia imagen” se encuentra reconocido en el artículo 60
constitucional, pero también en el artículo 65 de la Ley Orgánica para la Pro-
tección de Niños, Niñas y Adolescentes, así como en el artículo 12 de la
Declaración Universal de los Derechos Humanos. Este debe ser entendido
como una manifestación del derecho a la intimidad, consistente en la facultad
exclusiva del interesado a difundir o publicar su propia imagen y, por tanto,
su derecho a impedir la reproducción o divulgación por cualquier medio, 
a no ser que medie consentimiento a autorización11.

El derecho a la propia imagen es relativo a aquella representación gráfica de
la figura humana, mediante la cual se precisa visualmente su aspecto físico,
lo que implica que nadie puede disponer de la imagen de una persona sin su
autorización. Luego del nombre civil, este atributo civil y derecho es el más
identificativo de la persona humana12.

La imagen es como la plasmación externa de la persona en su conjunto, es
un derecho porque nada individualiza más a un ser humano que su proyección
física; es la reproducción material de la personalidad corporal, por lo que
nadie puede disponer de ella sin su autorización. Es un derecho autónomo
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13 Domínguez Guillén, María Candelaria: “Aproximación al estudio de los derechos de
la personalidad”. En: Revista de Derecho. N° 7. Tribunal Supremo de Justicia. Caracas,
2002, pp. 232-247.

14 Domínguez Guillén: ob. cit. (“Aproximación al estudio de los derechos…”), pp. 204-216.
15 Chiossone, Tulio: Temas procesales y penales. Universidad Central de Venezuela.

Caracas, 1977, p. 277.

aunque con la violación de éste se puedan afectar otros derechos como el
honor, la intimidad, la privacidad o la identidad13.

Para poder desarrollar la personalidad, ejercer plenamente los derechos y dis-
frutar de la existencia, se debe tener cierta independencia y tranquilidad, ya
que lo contrario viola la privacidad o “vida privada”, para lo cual se requiere
no ser molestado y que se respete cierto sector de nuestra vida, al sustraer de
la intervención de los terceros cierto sector de nuestra existencia, que aunque
no sea secreto, merece una especial consideración en función de las relaciones
en juego. La vida privada se diferencia de la intimidad, en que la primera está en
un ámbito más amplio y no secreto a diferencia de la segunda, lo privado no
es necesariamente secreto, a diferencia de lo íntimo14.

Se suele entender la vida privada de una persona como “el conjunto de modos
de ser y de vivir, de estados afectivos, de acciones y reacciones que se desarro-
llan en el hogar, y que no tienen por qué transcender a la vida social pública de
una colectividad”, por lo que se deben respetar los derechos individuales
de toda intromisión de terceros15.

Como indicamos previamente, estos derechos a la vida privada, honor, repu-
tación, imagen e intimidad, se encuentran consagrados en el artículo 60 de la
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, siendo que la intimi-
dad de una persona es su propia individualidad, su individual subjetividad, el
ser en cuanto es en sí mismo (que desde un inicio debe ser respetado) y que re-
percute en la colectividad, sobre todo al tomar en cuenta que el enfoque social,
no implica la supresión de su individualidad, sino que acarrea el respeto de esa
misma individualidad en tanto el hombre es integrante del conglomerado social.
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16 Delpiazzo, Carlos E.: “Protección de los datos personales en tiempos de internet. 
El nuevo rostro del derecho a la intimidad”. En: Revista de Derecho. N° III. Universidad
Católica del Uruguay. Montevideo, 2002, pp. 259-260.

17 Domínguez Guillén: ob. cit. (“Aproximación al estudio de los derechos…”), p. 91.

En definitiva, el derecho a la intimidad es la individualidad del propio ser,
por lo que no puede ser siempre expuesta, porque se afectaría seriamente 
e ilegítimamente los derechos fundamentales de la persona.

De esta forma, los alemanes han hablado del derecho a la autodeterminación
informativa. Los datos personales se pueden entender como “las indicaciones
concretas acerca de condiciones personales o materiales de una persona na-
tural determinada o determinable (Ley Federal de Protección de Datos de 27
de febrero de 1977, artículo 2)”, por lo que en ellos existen “datos sensibles”
relativos al origen racial, las convicciones religiosas u otras, la salud y la vida
sexual, serán sensibles per se o según el contexto en que se encuentren16.

1.5. El derecho a la integridad psicofísica y moral
Este derecho lo consagra el artículo 46 de la Constitución y el artículo 5 
N° 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La doctrina nos
indica que dentro de este derecho se encuentran: la libertad, el honor, la vida
privada, la intimidad, la autodeterminación informativa, la imagen y la voz17.
Se refiere a los derechos vinculados al aspecto no corporal del ser humano o
la persona, que están vinculados lo espiritual e intangible, aunque esto no sig-
nifica que alguno de ellos tienen conexión en el plano físico o material.

1.6. Derecho al honor y a la reputación
Ya hemos indicado que la persona se halla estrechamente vinculada a la dig-
nidad, encontrándose el honor como uno de los aspectos más relevantes de
los aspectos morales del individuo, ya que se trata de la apreciación de nuestra
dignidad efectuada por nuestra propia persona (sentido subjetivo o autoes-
tima) o por terceros (sentido objetivo o reputación).

Se dice que el honor consiste en algo indefinible ya que se trata del senti-
miento que cada quien tienen de su propia dignidad y de la manera que los
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18 Domínguez Guillén: ob. cit. (“Aproximación al estudio de los derechos…”), p. 196;
y Domínguez Guillén, María Candelaria. Ensayos sobre capacidad y otros temas
de Derecho Civil. Tribunal Supremo de Justicia. Caracas, 2010, pp. 632-634.

19 Así lo indica Nicolái Meléin, citado en Ochoa E.: ob. cit., p. 479.
20 Que según la doctrina alemana incluye el derecho a la libertad de expresión y el 

derecho a la información. Así lo indica Aragón Reyes, Manuel: “El derecho al honor
de las personas jurídicas y sus posibles colisiones con el derecho a la información”.
Revista Jurídica. N° 1. Universidad Autónoma de Madrid. Madrid, 1999, p. 28.

21 Artículo 58 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.
22 La veracidad se ha de entender no como un límite, sino como un presupuesto indiso-

ciable de ese derecho, del cual no puede prescindir el legislador porque es un elemento
impuesto por la Constitución, al igual que la oportunidad y la imparcialidad. Esto no
significa que no se pueda incurrir en un error, pero se obliga a extremar la diligencia
en la comprobación de la información, entre los hechos transmitidos con los datos
objetivos, que dependiendo del tipo de medio de comunicación y de la gravedad de la
noticia, exigirá mayor o menor comprobación. Por lo tanto, solo la información dada en
cumplimiento de estos elementos es la que se encuentra reconocida y protegida por la
ley, el resto puede dar pie a ilícitos penales o civiles como la difamación y reparaciones
por daños y perjuicios.

23 Tribunal Constitucional español sent. Nos 51/1985 y 223/1992, citadas en Aragón
Reyes: ob. cit., p. 29.

extraños capturan la misma18. También se suele entender como la evaluación
social de la persona, la medida de sus cualidades sociales y espirituales como
miembro de la sociedad, la cual dependerá principalmente del propio sujeto,
ya que se basa en la conducta del individuo, su comportamiento y actitud ante
los intereses de la sociedad, el Estado, el colectivo y las demás personas19.

La divulgación de expresiones o hechos a través de medios de comunicación
puede vulnerar el derecho al honor, lo cual se vincula al “derecho a una co-
municación libre”20. Para el ejercicio del derecho a la libre información21 se
requiere el requisito de veracidad22, en la ponderación de ambos derechos se
requiere valorar el interés público de la noticia o la dimensión institucional
de la libertad de prensa. Este derecho tiene por objeto la transmisión de he-
chos, es decir, noticias en sentido estricto y no susceptible de apreciación sub-
jetiva23. Este derecho se encuentra limitado por el derecho al honor y a la
reputación, a la intimidad, o por la seguridad de Estado, independientemente
que dicha información sea veraz, pudiendo ser esa limitación general por ley



Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia • No 6 • 2016220

24 Artículo 57 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.
25 Tribunal Constitucional español sent. Nos 51/1985 y 223/1992, citadas en Aragón

Reyes: ob. cit., p. 29.
26 Por ello se considera que los hechos (noticias) están excluidos de este derecho, así

como que solo ampara estrictamente opiniones como juicios morales, excluyendo las
afirmaciones sobre datos de la realidad comprobables objetivamente, Aragón Reyes:
ob. cit., p. 33.

o coyuntural por un caso particular en la que exista colisión de derechos los
cuales deberán ser ponderados por el juez.

La libertad de expresión24, que tiene por objeto la transmisión de pensamien-
tos, ideas y opiniones, que se refieren a creencias y juicios de valor suscepti-
bles de crítica política y difusión ideológica25, tiene sus límites en cuanto no
afecte o vulnere otros derechos constitucionales26.

En este sentido, y en protección a la dignidad humana, en toda información
se debe: i. Rechazar el uso de todo tipo de apelativo que sea injurioso y de-
gradante en cualquier contexto, genera un daño injustificado al prestigio de
las personas, innecesario para la información, aunado al hecho que no existe
un derecho al insulto; ii. Rechazar la emisión de imágenes que utilicen asuntos
personales como instrumentos de diversión y entretenimiento; y iii. El rechazo
a manifestaciones, expresiones o campañas de carácter discriminatorio, que
atentan directamente contra el derecho al honor y la reputación.

De allí que toda persona, sea intachable, proba o no, tiene derecho a ser prote-
gidos de cualquier ataque injusto, tanto el aspecto objetivo como subjetivo de
este derecho, en razón de la dignidad humana. Esto toma mayor relevancia al
tomar en cuenta los artículos 60, 241, 444 y 446 del Código Penal, el artículo
1196 del Código Civil, el artículo 11 de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, el artículo 17 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos y el
artículo 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

Cuando existe una intromisión en el honor e intimidad de la persona para que
no se considere que existe una violación, debe haber un consentimiento del
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27 Incluso la Sala Constitucional en sent. N° 1013, de fecha 12 de junio de 2001, estableció:
“La información agraviante, es aquella que lesiona la dignidad, el honor, la reputación,
la imagen, la vida privada o íntima, de las personas, exponiéndolas al desprecio público,
que puede dañarlas moral o económicamente, y que resulta de una imputación que no
se corresponde con la realidad, o que no atiende a la situación actual en que se encuentra
una persona. Se trata de imputarle o endilgarle hechos o calificativos que no son con-
gruentes con la situación fáctica o jurídica del agraviado. Ante tal información, nace en
la ‘víctima’ el derecho a que se rectifique, o a dar respuesta contraria a lo que se le imputa,
y en ambos casos, el amparo constitucional podría ser la acción que concretaría la pro-
tección a los derechos que le otorga el artículo 58 comentado, si se niega la réplica o la
rectificación”. Igualmente la Sala Constitucional en sent. N° 1074, de fecha 19 de sep-
tiembre de 2000, señaló: “Ahora bien, por otra parte el artículo 60 de la vigente Cons-
titución otorga el derecho a la protección del honor y la reputación de las personas,
protección que se hace concreta de varias maneras. La protección al honor, a la repu-
tación y a la dignidad del ser humano, se obtiene impidiendo cualquier acto arbitrario
que desmejore la imagen que sobre sí mismo tiene una persona (honor), o la opinión que
los demás tengan de ella (reputación); o que rebaje su condición humana (dignidad)”.

afectado, o se requiere que la información cumpla con la condición de vera-
cidad y que se desarrolle en el ámbito del interés general, o que se está en el
ejercicio legítimo del derecho a informar, o que se efectúe una investigación
por razón de un delito y finalmente porque se esté en el ejercicio legítimo del
derecho de corrección de los padres, tutores o de quienes hagan sus veces res-
pecto de sus hijos menores27.

1.7. Acceso universal a internet como derecho humano
Existen varias declaraciones internacionales dentro del marco de la Organi-
zación de Naciones Unidas que afirman como derecho humano el acceso a
la “Sociedad de la Información”, como acceso universal, entre las que están la
Declaración de Ginebra de 2003, la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de 
la Información o Compromiso de Túnez y su Declaración de Principios de 2005,
los cuales se fundamentan especialmente en la libertad de expresión e informa-
ción, en el derecho de recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas,
sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.

En la Unión Europea el acceso a internet se ha garantizando especialmente
en el artículo 3 ordinal 1 de la Directiva 2002/22/CE, que exige la garantía 
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a un acceso de calidad y a un precio asequible, lo cual se ha ido recogiendo
en las diversas normas nacionales de comunicaciones. En América Latina, en
el 2010 se presentó en México una propuesta de reforma de la Constitución
para reconocer como artículo 4 ordinal 10 que “Toda persona tendrá derecho
de contar con acceso a Internet, siendo este prioritario para el desarrollo na-
cional en los términos del artículo 25 de esta Constitución. El Estado deter-
minará los mecanismos y formas para garantizarlo.” Asimismo, en el Senado
de Chile se propuso un artículo 19 ordinal 26 de la Constitución que afirme:

La libertad y el derecho a acceder, en condiciones de igualdad, a las tec-
nologías de información, comunicaciones e Internet, cualquiera sea el
medio utilizado o la localización geográfica de los usuarios. Una ley de-
terminará la forma en que el Estado garantizará el ejercicio de este derecho
y las condiciones respecto a calidad y precio.

Independientemente de lo anterior, en todos los sistemas constitucionales hay
normas jurídicas para apoyar las políticas conducentes a facilitar la sociedad de
la información, del conocimiento, la alfabetización digital y el acceso a internet,
lo cual se empieza a conocer como ius comunicationis o communication rights,
vinculado al artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Esto demuestra la realidad de la penetración de internet y su carácter esencial
para el desarrollo futuro de las naciones y el desarrollo personal de los indivi-
duos, mediante el acceso efectivo y funcional a la red a precios asequibles, lo
cual se va a ir colocando como contenido de diversos derechos humanos, como
el derecho de acceso a la información, a la educación y de acceso a la cultura,
así como de otros aspectos jurídicos constitucionales. Todo lo anterior debe ir
vinculado con el garantizar la igualdad y prohibición de discriminación en el
acceso a internet, ya que los que menos acceden son los sectores más necesi-
tados y la falta de acceso puede agudizar la brecha social ya existente.

1.8. Libertades de expresión e información en internet
En este mundo virtual se dan situaciones contra la protección clásica de la pro-
piedad intelectual, ya que se habla de libertad en la red y movimientos del software
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28 Es un texto presentado en Davos, Suiza el 08 de febrero de 1996 por John Perry
Barlow, fundador del Electronic Frontier Foundation, como respuesta a la aprobación
en Estados Unidos de Norte América de la Telecommunications Act, tratándose de una
reivindicación que crítica las interferencias de los poderes políticos que afectan el
mundo del internet y defiende la idea de un ciberespacio soberano.

29 Basado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la Organización de
Naciones Unidas, Robert B. Gelman elaboró su Declaración que propone una serie
de artículos en los que se pretende elevar la calidad de vida en la red. La declaración
consagra 24 artículos en los que se habla del derecho a iguales oportunidades para
expresar y discutir las ideas más allá de barreras sociales, religiosas, políticas, raciales
o de otro tipo; el derecho a la privacidad, anonimidad y seguridad en la red; a impedir
el envío abusivo de correo electrónico masivo o publicitario; a crear normas que per-
mitan facilitar la interacción de los seres humanos en comunidades virtuales especí-
ficas; a la aplicación cabal de las leyes del mundo físico; a compensaciones legales
por violaciones contra la libertad y los derechos del ciberciudadano; a rechazar cual-
quier intento de vigilancia sobre sus actividades en la red; a ser oído, equitativa y
abiertamente, por un tribunal independiente e imparcial para la determinación de sus
derechos y obligaciones, así como de cualquier cargo formulado contra ella; a acceder
a niveles básicos de información a través de instituciones públicas y proveedores de
servicios; entre otros. La formulación de los Derechos Humanos en el Ciberespacio
implica la reafirmación del ser humano en un medio que comúnmente se considera
frío por sus características fundamentadas sobre bases electrónicas.

libre, por lo que en los inicios de internet, se consideró al ciberespacio como
el estado de libertad salvaje o natural, tal como se estableció en la conocida
Declaración de Independencia del Ciberespacio de 199628 o la Propuesta de
Declaración de los Derechos Humanos en el Ciberespacio de Gelman del
mismo año29, realizadas en el marco de la “primera guerra” por la libertad de
expresión en internet, en la batalla jurídica contra la Ley de Decencia de las
Comunicaciones de 1996 de EEUU (Communications Decency Act, CDA) que
finalizó de manera favorable para la libertad de expresión ante el Tribunal Su-
premo federal en 1997 en el caso ACLU vs. Reno. Esta sentencia trascendió las
fronteras de aquel país, aplicándose a internet el estándar más amplio de pro-
tección en similitud a la prensa escrita, así como se enfatizó el efecto disuasorio
que provoca perseguir conductas escasamente definidas, siendo que para esa
fecha, en Europa o América Latina, ningún tribunal nacional ni supranacional
había generado una sentencia tan importante sobre internet.
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30 En Estados Unidos de Norte América está la sentencia de 2006 del Tribunal Supremo
de California, que en el caso Stephen J. Barrett et alter vs. Ilena Rosenthal, exime de
responsabilidad al usuario individual que distribuye publicaciones en la red.

Las amenazas a la libertad en internet suelen proceder de la acción de los
grandes productores de estos elementos en complicidad con los Estados que
tienen capacidad real de acción, con lo cual ha surgido Linux (popular sistema
operativo abierto a diferencia de Windows que es cerrado), a partir del cual se
integró al Proyecto GNU de la Free Software Foundation, presidida por Richard
Stallman, para un código abierto, Open Source, que se trata de un movimiento
social creciente y activo, que se expresa incluso con partidos políticos, que
son partidos piratas, que permite a los usuarios descargar masivamente con-
tenidos protegidos y multiplican los medios para facilitar tales descargas, por
lo que en el ámbito del derecho, se destaca la generalización de las licencias
creative commons (diseñadas por Lessig), en las que los autores liberan más
o menos el uso de sus creaciones.

Sería contrario a la libertad de expresión exigir una autorización previa para
la presencia en la red o someterla a los requisitos del servicio público, dado
que no se dan las limitaciones del espacio radioeléctrico que pueden justificar
el sometimiento al régimen de autorización administrativa. Además cuando
se alojan contenidos ilícitos que puedan atentar contra la privacidad, la pro-
piedad intelectual, entre otros, aún no se ha definido si se puede atribuir res-
ponsabilidad jurídica al prestador de servicios como podía ser una red social
(Facebook), un alojador de videos (Youtube), de comentarios (periódicos,
blogs, foros), de contenidos (Wikipedia), servidor de enlaces (Google), etc.,
usualmente el prestador de servicios de internet no tiene un deber de vigilar
los contenidos que transmite ni es responsable de los mismos si son ilícitos30.

Aún no se ha establecido si, en un futuro, se pueda crear en el ámbito mundial
un órgano administrativo que vele por la propiedad intelectual, o una agencia
de protección de datos, o un organismo regulador de las telecomunicaciones,
que pueda decretar el cierre o bloqueo de acceso de una página en la red, ni
se ha celebrado un convenio internacional que dé dichas atribuciones a cada
país y que actúen de forma coordinada con un órgano internacional, sobre
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todo al considerar que no todo es libertad de expresión e información en in-
ternet, siendo un criterio para identificarla el que exista un interés o relevancia
pública de la información, así como la veracidad y la diligencia del informador
y el derecho de réplica o rectificación.

2. Derecho al olvido

2.1. ¿Qué es el derecho al olvido?
Este derecho ha sido vinculado o relacionado con el habeas data y la protec-
ción de los datos personales, por lo que se entiende como la facultad que tiene
el individuo sobre datos personales para borrarlos, bloquearlos o suprimirlos,
cuando contengan información personal que se considere obsoleta por el
transcurso del tiempo o que de alguna manera afecte el libre desarrollo de al-
guno de los derechos fundamentales del sujeto titular del mismo. Esta facultad
puede vincularse, coexistir o chocar en ocasiones con el habeas data, los 
derechos de la personalidad y la libertad de expresión.

Se trata por lo tanto, de un mecanismo de protección o garantía del derecho
a la privacidad, y protección de datos en el mundo virtual, mediante la solici-
tud de tutela de sus derechos de oposición y cancelación respecto a informa-
ciones publicadas, ante la ausencia de criterios que permitan otorgar una
prevalencia del derecho a la libertad de expresión e información sobre el 
derecho a la protección de datos.

2.2. Diferentes tipos de derecho al olvido
El derecho al olvido puede ser vinculado, visto o relacionado en diferentes
aspectos y ámbitos, entre los cuales encontramos:

2.2.1. Derecho al olvido en los informes comerciales
En lo que tiene que ver con los informes crediticios que se producen en mu-
chos países, se ha vinculado también el derecho al olvido, surgiendo una pri-
mera norma en tratarlo como lo fue la Fair Credit Reporting Act (Ley de
Informes Crediticios), que fuera aprobada por el Congreso Federal Estados
Unidos de Norte América en 1970, en el que se admite en ciertas situaciones
la eliminación de la información antigua o caduca.
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31 Esta es la Ley Orgánica 15/1999 de 13 de diciembre, que tiene por objeto garantizar
y proteger lo concerniente al tratamiento de los datos personales, las libertades públi-
cas y los derechos fundamentales de las personas naturales, especialmente de su honor,
intimidad, y privacidad personal y familiar, fundamentándose en el artículo 18 de la
Constitución española de 1978, con ella se pretende regular el tratamiento de datos y
ficheros de carácter personal, independientemente del soporte, informático o no, en
el cual sean tratados, quedando excluidos aquellos datos recogidos para uso doméstico,
las materias clasificadas del estado y aquellos ficheros que recogen datos sobre 
terrorismo y otras formas de delincuencia organizada.

32 En esta sentencia se indicó que el dato caduco es el dato que por efecto del transcurso
del tiempo, ha perdido virtualidad, ha devenido intrascendente a los fines de cualquier
efecto jurídico relativo a la ejecutabilidad, con lo cual, lo que se busca proteger con
este derecho es el permitir la supresión del dato caduco que es el “derecho al olvido”.
Este, es el principio también a partir del cual ciertas informaciones deben ser elimi-
nadas de los archivos transcurrido un determinado tiempo desde el momento en que
acaeció el hecho a que se refieren, para evitar que el individuo quede prisionero de su
pasado. Por ello, concluyó que de las constancias de lo actuado, surgía que la infor-
mación producida por el Banco Central de la República Argentina conforme la cual
se sindicaba al actor como deudor del ex Banco Agrario Argentino Limitado en la
base de datos de entidades financieras liquidadas, recogió una situación patrimonial
que al momento de su publicidad resultaba violatoria de lo dispuesto en el artículo 26,
inciso 4 de la Ley 25.326, por cuanto, conforme lo estipula dicha norma, solo podían
archivarse, registrarse o cederse los datos personales que fueran significativos para
evaluar la solvencia económico financiera de los afectados durante los últimos cinco

También en España, existe la Ley de Protección de Datos de Carácter Personal
(LOPD)31, que regula el derecho al olvido en materia de ficheros de “morosos”
en el artículo 29 ordinal 4:

Solo se podrán registrar y ceder los datos de carácter personal que sean
determinantes para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y
que no se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, siempre que
respondan con veracidad a la situación actual de aquéllos.

En Argentina, esta situación fue reconocida primero por la jurisprudencia en la
sentencia Falcionelli, Esteban P. vs. Organización Veraz S.A. en amparo de 
la Corte Nacional Civil, Sala G, en fallo del tribunal de Primera Instancia el 10
de mayo de 199632, a la que le siguieron varios fallos de la Cámara Comercial
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años, en tanto que la deuda que informara el demandado –conforme el mismo lo se-
ñaló en la ampliación del informe– correspondía a un juicio en el cual se dictó una
sentencia en el año 1978, y que la última actuación fue la inhibición general de bienes
decretada en 1985 y que consecuentemente, se informó que la ejecutoria se encon-
traba prescrita.

y luego la Ley de Protección de Datos Personales lo cristalizó en el artículo 26 de
la Ley 25.326, con lo cual, luego de su expreso reconocimiento legal, se afianzó
en la jurisprudencia. El problema era que la gente contraía créditos, se endeudaba,
luego no los paga, pasaban 20 años, el crédito estaba prescripto, el banco no podía
reclamar la ejecución del crédito, pero la información contenida era más fuerte
que una obligación natural, la persona no podía obtener otro crédito porque seguía
figurando como deudora, teniendo dos opciones: i. Pagar la deuda prescrita
(obligación natural) para que lo borraran del sistema y poder empezar desde
cero, o ii. Recurrir al derecho al olvido y eliminar la información negativa.

En el caso venezolano, la Defensoría del Pueblo el 31 de agosto de 2004, in-
terpuso una acción de nulidad en contra del artículo 192 del Decreto con
Fuerza de Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras de 2001
y que se mantuvo inalterado con las sucesivas modificaciones hasta la Ley
de 2010, que regulaba el Sistema de Información Central de Riesgos, siendo
que la Sala Constitucional (sentencia N° 1318, de fecha 04 de agosto de
2011), declaró el decaimiento del objeto de la nulidad por la modificación
legal efectuada con la Ley del 28 de diciembre de 2010, y exhortó a la Supe-
rintendencia de Instituciones del Sector Bancario, adecuar el ordenamiento
jurídico estatutario aplicable al Sistema de Información Central de Riesgos,
sobre la base de las consideraciones contenidas en la decisión dictada en re-
lación al sigilo bancario y en vista de que en la actualidad no existe un marco
legal que regule en forma sistematizada la protección de datos y particular-
mente el llamado derecho de autodeterminación informativa, de datos de ca-
rácter personal, que trasciende el resguardo del ámbito íntimo de la vida
privada, y alcanza la posibilidad de controlar esa información, a los fines de
asegurar a las personas frente al riesgo que supone el acopio y transmisión
de sus datos, como una cuestión que en muchos casos se extiende, más allá
del interés particular, a la necesidad de la sociedad en general de contar con
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33 Este sería el caso de personas condenadas por delitos de legitimación de capitales, fi-
nanciamiento al terrorismo, terrorismo, atentado contra la seguridad nacional y trai-
ción a la patria, o bien aquellos accionistas mayoritarios que directamente o a través
de terceros, hayan ocupado cargos de administración o de dirección, consejeros, ase-
sores, consultores, auditores internos y externos, gerentes de áreas, secretarios de la
junta directiva o cargos similares, de hecho o de derecho, en una institución del Sis-
tema Financiero Nacional y que haya sido intervenida o liquidada por la Superinten-
dencia de las Instituciones del Sector Bancario o los entes de regulación del mercado
de valores y de las empresas de seguros, se encuentra en una especial situación de
riesgo que, por motivos de precaución, deben ser incluidos en el Sistema. Esto no
constituye una sanción o pena accesoria a la comisión de delitos, sino una medida
legislativa cuyo objeto es lograr la integridad y veracidad del registro, para el efectivo
cumplimiento de su objetivo.

medios que la protejan, ante el uso indebido de su información, la cual puede
conducir a la negación de derechos fundamentales o en la ineficacia de las
instituciones que hacen posible su ejercicio.

Por ello, la Sala Constitucional en dicho fallo estableció con carácter vinculante
que toda normativa o sistema sobre datos personales que contenga información
de cualquier tipo referida a personas físicas o jurídicas determinadas o deter-
minables, debe garantizar: 1) el principio de la autonomía de la voluntad, 2) el
principio de legalidad, 3) el principio de finalidad y calidad, 4) el principio de
la temporalidad o conservación, 5) el principio de exactitud y de autodetermi-
nación, 6) el principio previsión e integralidad, 7) el principio de seguridad y
confidencialidad, 8) el principio de tutela, y 9) el principio de responsabilidad.

En este sentido, estimó la Sala que, dado que la finalidad del Sistema de In-
formación Central de Riesgos, era la de constituirse como una base de datos
para “precisar los niveles riesgos”, debía incluir, además de usuarios con his-
torial crediticio propiamente dicho, aquellas personas que constituyeran bajo
el principio de precaución, sujetos que la propia legislación bancaria califi-
caba como riesgosos, bien sea para su entrada al sistema bancario o que me-
diante sentencia definitivamente firme, hubiesen sido condenados por delitos
que atentasen contra la integridad en el desarrollo de una actividad econó-
mica, como la bancaria o financiera33. Ahora bien, en el caso de los deudores
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tradicionalmente contenidos en el al Sistema de Información Central de Ries-
gos, aquellos sujetos que se incluyan por causas vinculadas a delitos de legi-
timación de capitales, financiamiento al terrorismo, terrorismo, atentado
contra la seguridad nacional y traición a la patria, existe igualmente la necesidad
de garantizar el principio de temporalidad, advirtiéndose que el tiempo o la ge-
neración del “derecho al olvido” en el presente caso, no se vincula o identifica
con el cumplimiento de la pena, sino responde bajo el principio de precaución
a la necesidad de monitorear por un plazo determinado el desarrollo de activi-
dades de los sujetos activos en el sistema.

Por otra parte, la Alianza Nacional de Usuarios y Consumidores (ANAUCO),
interpuso el 27 de enero de 2004, una demanda por intereses y derechos co-
lectivos y difusos contra de la Asociación Bancaria de Venezuela, el Consejo
Bancario Nacional, la Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Fi-
nancieras y el Banco Central de Venezuela, por: a) la inclusión en el Sistema
de Información Central de Riesgo conocido como SICRI, de aquellos deudores
usuarios de las tarjetas de crédito, b) el cobro de intereses por el uso de las
tarjetas de crédito, y las fórmulas aplicadas por las distintas entidades banca-
rias para efectuar dicho cobro; y c) que se determinen mecanismos legales
que permitan el establecimiento de un sistema equitativo razonable para las
partes que produzca beneficios en su justa medida; al ser usado por las enti-
dades bancarias en forma discriminatoria y como medio de presión psicoló-
gica, ante lo cual la Sala Constitucional (sentencia N° 1419, de fecha 10 de
julio de 2007), señaló que era parcialmente con lugar en relación con las tarjetas
de crédito, forma de cobro y su inclusión en el SICRI.

El 11 de mayo de 2011, la Organización de Consumidores y Usuarios Ocu-
Venezuela, A.C., interpuso demanda por intereses y derechos colectivos 
y difusos contra:

… la Asociación Bancaria de Venezuela (ABV), el Consejo Bancario 
Nacional (CBN) y contra la República Bolivariana de Venezuela, por órgano
de la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras SUDEBAN

y del Ministerio del Poder Popular para la Economía y Finanzas, de



conformidad con lo establecido en el artículo 26 de la Constitución de la
República Bolivariana de Venezuela, invocando los intereses colectivos de
sus asociados y los difusos de los Usuarios del Sistema Bancario, Financiero
y de Financiamiento, quienes han sido afectados por cuanto se lesionan de-
rechos subjetivos, legítimos, personales y directos de los usuarios de la
banca, y viola íntegramente sus derechos fundamentales de acceso a la in-
formación y a su vida privada e intimidad, contemplados en los artículos 28
y 60, respectivamente de la Constitución de la República Bolivariana de
Venezuela por la utilización de un Sistema de Referencias Bancarias Pa-
ralelo conocido coloquialmente como “lista negra”, el cual consiste en
un manejo de archivo, registros o base de datos, donde las instituciones
financieras incluyen a sus clientes, tales prácticas consisten en el manejo
de un Sistema de Referencias Bancarias o Sistemas de información 
“alternos” o “paralelos” al Sistema de Información Central de Riesgos
SICRI, el cual es llevado por las propias Instituciones Financieras y que
en la mayoría de los casos es contratado a empresas externas como son
los denominados Buró de Crédito, sociedades mercantiles totalmente aje-
nas al negocio bancario.

No obstante, la Sala Constitucional (sentencia N° 1474, de fecha 14 de no-
viembre de 2012), declaró inadmisible la acción por considerar que no con-
signó instrumento alguno en el que se fundamente su pretensión, tales como
la indicación de empresas o particulares dedicados al manejo y operación de
bases de antecedentes financieros34.

2.2.2. Derecho al olvido en internet
Hoy en día no se puede poner en duda la universalización del internet, que con-
tiene una enorme capacidad de almacenaje de información y posee importantes
motores de búsqueda de información que permiten localizar cualquier dato en

34 La jurisprudencia también ha hecho referencia al derecho al olvido en un caso que se
pretendía borrar una información de tipo penal en los archivos del Estado, en tal sen-
tido se puede ver TSJ/SPA, sent. N° 00409, de fecha 02 de abril de 2008; que fue 
objeto de revisión TSJ/SC, sent. N° 1542, de fecha 17 de octubre de 2008.
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cuestión de segundos, y con extrema facilidad, lo que hace difícil que quede
en el olvido alguna información, lo cual le da un carácter de perennidad a la
misma que genera nuevos desafíos para el derecho, en cuanto a determinar si
una persona puede lograr borrar esa información del pasado. Normalmente
la solicitud de reclamo para la eliminación de esos datos se dirigen contra el
medio original que lo contiene ya sea la prensa, el sitio de internet, etc., en
donde se encuentra publicado y también contra el buscador.

Esto surge a raíz de la incidencia que tiene en la vida privada de las personas el
internet, en la que se puede encontrar numerosa información de una persona,
donde a menudo parte de la misma ha sido publicada por terceros, siendo que
este medio tiene un carácter global, suele ser permanente la data y de fácil ac-
ceso, por lo que es relevante el tomar conciencia sobre las informaciones propias
y de terceros que se dan, para evitar la pérdida de control de las mismas cuando
se incorporan a la red; así como que el usuario cuente con mecanismos efectivos
de defensa ante los riesgos que se puedan presentar, ante lo cual se pide la exis-
tencia de unos límites para garantizar los derechos, sobre todo cuando se trata
de informaciones no reveladas ni difundidas por el afectado.

De allí que las personas hoy en día pretenden no aparecer en buscadores o
redes sociales, porque les plantea problemas personales y quieren evitar que
siga manteniéndose esa información personal en la red informática y eliminar
el rastro que han dejado durante todo el tiempo que han utilizado internet,
como podría ser información sobre despidos laborales, enfermedades, relaciones
amorosas, entre otras, lo cual puede afectar su vida profesional, personal, sen-
timental, social y familiar.

De esta manera, esa difusión y recuperación de información personal que circula
en la red puede generar daños personales importantes si consideramos que
la indexación en buscadores de datos publicados por los propios individuos y
terceros, en diarios oficiales o medios de comunicación y referidos a materias
tan sensibles como la publicación de deudas, indultos, condenas penales o ad-
ministrativas, juicios civiles, la concesión de subvenciones, la existencia de adic-
ciones, violencia infantil o doméstica, con identificación de los involucrados,
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puede traer consecuencias sociales importantes en todos los aspectos y ámbitos
de la vida de un ser humano.

En el mundo real y no virtual, las personas dan sus datos para una finalidad
concreta y precisa, existiendo la posibilidad de que éstos se eliminen una vez
que cumplan su finalidad; pero en la red participan otros elementos como los
motores de búsqueda, que además de generar una multiplicación sumamente
extensa de la información, la dan sin ningún tipo de limitación o edición de la
misma y la dotan de un carácter casi eterno en ese mundo virtual.

Todo lo anterior, cobra mucho más sentido cuando actualmente se habla del
Big Data o tecnología de procesado de millones de datos en tiempo real, junto
con el “internet de las cosas”, que es el fenómeno creciente de conexión de
todo con todo mediante sensores y que está disparando el volumen de in-
formación disponible, plantea ambiciosos retos sociales sobre la privacidad
personal, al existir la capacidad predictiva de las nuevas tecnologías para el
análisis en tiempo real de toda esta ingente cantidad de datos, con unas previ-
siones que apuntan a 50.000 millones de aparatos conectados en 2020 de muy
fácil acceso para cualquiera, lo que plantea muchas ventajas económicas y de
bienestar social, pero asimismo grandes riesgos para la privacidad personal.
Un ejemplo de los riesgos sería que las aseguradoras, podrían disponer de datos
anticipados sobre enfermedades susceptibles de ser desarrolladas por ciertas
personas que les animara a subirles las primas o incluso rechazarlas aun es-
tando sanas; o estigmatizar a personas libres de delito bajo el argumento de
que el análisis de sus datos con variables de comportamiento, estatus o condi-
ción social están adelantando que un día cometerá alguno; así como en la en-
señanza se podría excluir a ciertos niños incluso antes de formar parte siquiera
del sistema educativo si las predicciones a partir del análisis de información
masiva desvelaran que su futuro académico se vislumbra poco halagüeño35.

Frente a esto, las personas no disponían de mecanismos efectivos para ejercer
su “derecho al olvido digital”, siendo que toda persona debería tener control 

35 http://www.lapatilla.com/site/2015/01/28/big-data-e-internet-de-las-cosas-nuevos-
desafios-en-la-privacidad-personal/, 28 de enero de 2015.
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y disposición de sus datos e información relativa a ella; mucho más cuando 
la difusión de cierta información puede tener un impacto muy negativo en la
vida cotidiana, aunado a los posibles perjuicios que puede generar a una persona
esa difusión masiva en internet, siendo excluidos de esto las personas de rele-
vancia pública, pero los demás pueden reaccionar y pedir corregir la data.

Ante esto, es que surgió la necesidad de dotar a las personas de mecanismos
reales y efectivos de garantía de sus derechos, apareciendo este llamado “dere-
cho al olvido digital”, frente situaciones que puedan poner en riesgo la vida pri-
vada de las personas y el conjunto de sus libertades en general. De allí, que
recientemente se han dado diversas iniciativas por parte de los Estados para
dotar a los ciudadanos de estos necesarios mecanismos de defensa y un control
real sobre la información personal que se publica en la internet o la red, tal como
ocurre en Alemania que anunció un proyecto de Ley que contempla controlar
el acceso y uso de los empleadores a las informaciones publicadas en servicios
de internet, como redes sociales de trabajadores o solicitantes de un puesto de
trabajo. También el Gobierno galo realizó una consulta pública para ciudadanos
y empresas del sector tecnológico sobre la necesidad de regular el derecho al
olvido en internet. Del mismo modo, la Comisión Europea en junio de 2014,
indicó que revisaría la legislación de la Unión Europea sobre protección de
datos, para otorgar a los usuarios de internet un control efectivo sobre sus datos
personales y reflexionar sobre el derecho al olvido en el mundo virtual36.

2.3. Reconocimiento en la Unión Europea del derecho
al olvido en internet

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, estableció el 13 de mayo de
201437, que en Europa el buscador Google, tiene la obligación de eliminar 
de sus listas de resultados aquellos enlaces que violen ciertos derechos de un
ciudadano, a petición de éste, cuando la información en la red sea considerada

36 Esta situación de los impulsos legales ha sido señalado por Rallo Lombarte, Artemi:
“El derecho al olvido y su protección: a partir de la protección de datos”. En: Telos:
Cuadernos de Comunicación e Innovación. N° 85. Madrid, 2010, pp. 104-108.

37 http://ep00.epimg.net/descargables/2014/05/13/5ba6db7a62470eb16ac8feb
397cf936d.pdf, 15 de enero de 2015.
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inexacta, inadecuada, irrelevante o excesiva, sin meterse con la fuente original
de la noticia, sino instruyendo a Google desarrollar un mecanismo que per-
mita obviar información que amerite ser olvidada, ante lo cual se creó un con-
sejo asesor de alto nivel, compuesto por 10 autoridades mundiales sobre los
temas en discusión (derechos individuales, libertad de expresión, derecho al
acceso a la información, etc.), con el objeto de buscar una forma razonable
de cumplir con el mandato de la Corte, siendo una medida aplicable a los
residentes de Europa.

Esta sentencia surgió a raíz de que Mario Costeja González, abogado y perito
calígrafo español, no le simpatizara en absoluto que al googlear su nombre,
apareciera un anuncio publicado en el diario La Vanguardia de España en
1998, en el que se hacía la notificación de subasta de una casa de su perte-
nencia y de su entonces esposa, por insolvencia de pagos con la seguridad so-
cial, lo cual se había resuelto hace mucho tiempo (más de 20 años) siendo
que actualmente estaba divorciado y no casado como aparecía en la notifica-
ción. Ante esto, Costeja solicitó al periódico que retirara la página en refe-
rencia, siendo que respondió negativamente, afirmando que era un anuncio
legal, ordenado por el Ministerio del Trabajo de España, fiel reflejo de la edición
en papel, por lo que le sugirió que más bien le pidiera a Google que eliminara
la indexación del documento. De esta manera, la Agencia Española de Pro-
tección de Datos se abocó al caso, solicitando a Google que procediera a eli-
minar dicha información, ante lo cual ripostó Google afirmando que no era
una empresa europea y que su principal función es precisamente indexar opor-
tunamente la información que existe, no borrar selectivamente, por lo que
apeló Google ante la Audiencia Nacional española y ésta, antes de pronun-
ciarse, decidió consultar el caso ante el Tribunal Judicial de la Unión Europea,
que dictó el fallo antes mencionado38.

Estas peticiones son valoradas de manera individual por parte de los responsa-
bles de los motores de búsqueda que son los encargados de tomar la decisión

38 http://www.lapatilla.com/site/2014/12/11/los-archivos-digitales-publicos-y-el-derecho-
al-olvido/, 11 de diciembre de 2014.
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de aceptar o rechazar las solicitudes, siendo que en el caso de Google, para
llevar a cabo esta tarea, cuenta con un comité de expertos que se encarga de
asesorar a la compañía en todas las cuestiones referentes al derecho al olvido39.

A raíz de este fallo Google ha recibido miles de solicitudes, que comprenden
desde eliminación de expedientes criminales, retiro de fotografías que atentan
contra el pudor, casos de acoso cibernético, notas de prensa negativas, entre
otras, siendo que ha procesado 181.147 solicitudes para el 11 de diciembre
de 2014, correspondientes a 651.167 direcciones URL a remover, habiendo
rechazado el 59,6 % de los casos40. Ante esto, se evaluará cada solicitud de
forma individual y se intentará buscar un equilibrio entre los derechos de pri-
vacidad de los usuarios y el derecho del público a conocer y distribuir infor-
mación, según el buscador, examinando si los resultados incluyen información
obsoleta sobre el solicitante, así como si existe interés público por esa informa-
ción, como lo sería la ejemplo información sobre estafas financieras, negligencia
profesional, condenas penales o comportamiento público de funcionarios del go-
bierno. Siendo que actualmente el cauce legal para las reclamaciones de borrado
de datos, y que seguirá vigente porque el formulario es solo complementario,

39 Para ver quién es este comité de expertos se puede ver: http://www.derechoolvido.es/
conoce-a-los-miembros-del-comite-de-expertos-de-google-sobre-el-derecho-al-
olvido/, 15 de enero de 2015 y http://www.lapatilla.com/site/2014/12/11/los-archivos-
digitales-publicos-y-el-derecho-al-olvido/, 11 de diciembre de 2014. Además Google,
ha invocado siempre la libertad de expresión, y con este comité fijará las reglas, con
un informe previsto a principios de 2015, sobre cuándo procede o no la solicitud. Pero
su cofundador Larry Page manifestó en el Financial Times su preocupación por la po-
sibilidad de que el derecho al olvido “perjudique a la próxima generación de start-up
de la red y refuerce el peso de los gobiernos represivos”. Albéric Guigou considera:
“Google no va a ponerse a retirar las referencias de tres cuartas partes de internet para
satisfacer demandas anecdóticas”. Bernard Girin dice: “Le será fácil decir sí a todo,
para evitar las consecuencias económicas de procesos”. Stéphane Alaux prevé: “Solo
los que puedan preparar un proyecto de demanda judicial lograrán que su caso sea
acelerado, lo otros esperarán meses”. http://www.eluniversal.com/vida/140603/las-
claves-del-derecho-al-olvido-impuesto-a-google, 04 de junio de 2014.

40 http://www.lapatilla.com/site/2014/12/11/los-archivos-digitales-publicos-y-el-derecho-
al-olvido/, 11 de diciembre de 2014; y http://www.eluniversal.com/vida/ 140602/
google-recibe-12000-solicitudes-de-derecho-al-olvido-en-un-dia, 10 de enero de 2015.
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se inicia con el envío de las quejas directamente a la sede de Google, u otro
buscador, en el país pertinente41.

2.4. Interrogantes que se plantean
Frente a lo visto anteriormente, nos podemos plantear las siguientes preguntas:

i. ¿Esto cercena la libertad de expresión del cibermundo? La sentencia dictada
por el Tribunal de Justicia Europeo, pareciera otorgar una posición preferente
a la libertad de expresión frente a otros derechos constitucionales, pero ello
no es así exactamente, ya que esa supuesta preferencia es siempre y cuando
los hechos comunicados se consideren de relevancia pública y atendiendo a la
veracidad de la información facilitada, aunque pudiera tratarse de una infor-
mación veraz, al no referirse a asuntos públicos de interés general resulta pre-
ferente el derecho fundamental a la protección de datos.

La libertad a la información veraz no es un derecho absoluto, sino que hay que
ponerlo en relación con otros derechos fundamentales, como lo es en este caso,
el derecho fundamental a la protección de datos, la intimidad, secreto de las
comunicaciones, imagen, honor, reputación, integridad física y moral, por ello
ninguna persona que no tenga la condición de personaje público ni sea objeto
de hecho noticioso de relevancia pública tiene que resignarse a soportar que
sus datos de carácter personal circulen por la red de internet sin poder reac-
cionar ni corregir la inclusión ilegítima, errónea o caduca de los mismos en
un sistema de comunicación mundial como es este. Además, las personas no
están obligadas a someterse al ejercicio de las libertades de expresión e infor-
mación de otras personas en referencia a ellas, sino que debe gozar de meca-
nismos y acciones que le permitan ejercer sus derechos que impidan el
mantenimiento en la internet de esa información de carácter personal.

ii. ¿Qué pasa con los buscadores distintos a Google como Yahoo! y Bing, entre
otros? Además de Google, que ya ha recibido varias solicitudes en ejercicio

41 http://www.eluniversal.com/vida/140602/google-recibe-12000-solicitudes-de-derecho-
al-olvido-en-un-dia, 10 de enero de 2015.
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del derecho al olvido, también Yahoo! y Bing han comenzado a recibir peti-
ciones, cada uno en su propio formato y con sus propias normas, quedando hasta
ahora por fuera Facebook, Twitter y otras redes sociales, desconociendo
hasta cuando esto permanecerá así42.

iii. ¿Quién puede pedir a los buscadores que borren un vínculo o información?
Primero debemos tener en cuenta que los buscadores no pueden borrar la in-
formación ya que no son ellos los que la hacen o almacenan, sino que crean
la indexación del lugar en la red que se encuentra la información. Una vez
aclarado lo anterior, se debe decir que hasta ahora solamente los ciudadanos
europeos y los residentes en Europa pueden realizar esta solicitud para pedir
que se retire un vínculo hacia una página indeseable generada por una bús-
queda sobre su nombre, ya que el fallo fue dictado por el Tribunal de Justicia
de la Unión Europea.

Sin embargo, es indudable que se trata de un precedente importante que abre
las puertas para que el mismo criterio, solicitudes y derecho acordado, sea
reconocido y procedente en el resto del mundo.

iv. ¿Desaparecen los vínculos en todos los portales del buscador respectivo?
La respuesta es no, por ahora. Si el buscador respectivo acepta la solicitud, el
vínculo indicado será retirado de todas las versiones europeas, pero perma-
necerá en las versiones no europeas, por lo menos hasta que se logre judicial-
mente también que dicha eliminación sea en la totalidad de las páginas del
buscador respectivo. Por lo tanto, las páginas seguirán siendo las mismas y
serán referenciadas por el buscador respectivo para otras búsquedas. Además,
la información puede aparecer en otros buscadores indexados.

Es por ello que dos expertos del ramo de la informática, como lo son Julia
Powles y el profesor Luciano Floridi, este último miembro del consejo asesor
de Google, hacen cinco recomendaciones para responder el acertijo sobre
como “olvidar” apropiadamente, señalando que se debe:

42 http://www.lapatilla.com/site/2014/12/11/los-archivos-digitales-publicos-y-el-derecho-
al-olvido/, 11 de diciembre de 2014.
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1. Actuar con transparencia, nutriéndose de la jurisprudencia de los dis-
tintos países en relación a los casos tratados en las cortes de los distintos
países. 2. Actuar colaborativamente, integrando esfuerzos de todos los
actores (empresas de búsqueda, países, ciudadanos afectados, etc.). 
3. Reglas de juego y formas claras para realizar las solicitudes de “olvido”.
4. Darle la posibilidad al reclamante de colocar comentarios al margen a
las distintas fuentes, como una forma menos drástica de atender el reclamo
de los afectados, sin que tener que eliminar la referencia. 5. Considerar la
posibilidad de exigirle al medio que destruya o retire de su servidor el ar-
tículo o noticia que por sus características (inexacta, inadecuada, excesiva
o irrelevante) amerite rectificación43.

Por lo tanto, aunque aún es muy pronto para saber qué ocurrirá en el futuro
con respecto a este derecho al olvido, que ha sido llamada por algunos como
la lobotomía de internet, será casi imposible “olvidar” al sujeto que solicite la
eliminación de la información a los buscadores, ya que siempre permanecerá
en algún lugar dicha información y siempre de alguna manera se podrá acceder
a ella. Por ello, resulta paradójico que unos quieran olvidar, mientras que otros
se dedican a querer ser notados.

v. ¿Qué pasará con el derecho a la información sobre las personalidades pú-
blicas? El fallo del Tribunal de Justicia de la Unión Europea fue claro al es-
tablecer que los particulares pueden pedir el retiro de informaciones que les
conciernan y que ya no son pertinentes, salvo las de “interés público a raíz
de un rol público” de la persona, por lo que los políticos o las personas céle-
bres no serían beneficiados con este fallo, lo cual podría traer a discusión si
se trata o no de una discriminación y violación al derecho a la igualdad o por
el contrario, en razón de ser personas públicas, todo lo vinculado con ellos es
público y no pueden alegar este derecho a su favor, ya que renunciaron de
manera tácita, en cierta forma a ello, al ser figuras públicas.

43 http://www.lapatilla.com/site/2014/12/11/los-archivos-digitales-publicos-y-el-derecho-
al-olvido/, 11 de diciembre de 2014.
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Sin embargo, tampoco es que el acceso a la información de estas personas
sea ilimitada, sino que por el contrario tiene límites, cuando se trate de ese
núcleo duro o esencial del derecho a la intimidad, honor, reputación, imagen,
entre otros derechos a los que hicimos referencia anteriormente, en donde
aunque se trate de personas socialmente expuestas y funcionarios públicos,
tienen derecho a la protección de sus derechos humanos, al igual que requie-
ren de protección si posteriormente dejan de tener esa condición en relación
con los hechos que ocurran con posterioridad a dejar de serlo.

vi ¿Cómo debe tratar cada buscador los pedidos de derecho al olvido? En el
caso de Google durante el primer día de la publicación en línea del formulario,
el motor de búsqueda recibió 12.000 pedidos, y 41.000 en cuatro días, esti-
mando que habrá entre 500.000 y un millón de pedidos en el plazo de un año,
por lo que existirá una enorme cola de espera, sobre todo al considerar que
cada uno de los cuales llevará tiempo aunque solo sea para verificar la iden-
tidad del demandante, por ello se crítica que se publicara ese formulario tan
rápidamente, sin haber fijado el procedimiento44.

vii. ¿Qué pedidos llegan a los buscadores? Sobre este punto no ha salido in-
formación alguna publicada por la empresas buscadoras, guardando silencio,
pero la agencia Reputation Squad había recibió para junio de 2014, decenas
de pedidos de particulares que les solicitaban que llenaran el formulario en
su nombre, con un apoyo jurídico para acelerar el caso, queriendo que todo
fuera borrado, fotos o comentarios que ya no les gustan, entre otras, lo cual
ha sido considerado como poco legítimos45.

viii. ¿Cuáles son los principales obstáculos? Se pueden presentar dificultades
en los casos de homonimia, siendo que se solicite la eliminación de un dato
o información alegando que es propio cuando no lo es, ya que la página

44 http://www.eluniversal.com/vida/140602/google-recibe-12000-solicitudes-de-derecho-
al-olvido-en-un-dia, 10 de enero de 2015 y http://www.eluniversal.com/vida/ 140603/
las-claves-del-derecho-al-olvido-impuesto-a-google, 04 de junio de 2014.

45 http://www.eluniversal.com/vida/140603/las-claves-del-derecho-al-olvido-impuesto-
a-google, 04 de junio de 2014.
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señalada puede concernir a un homónimo, lo que será difícil de verificar por
el buscador respectivo.

Otro problema que se puede presentar es el cómo determinar que una persona
es “pública”, por ende, no tiene derecho a solicitar que se borre la información
contenida sobre ella, o si dejó de ser funcionario público, considerar si es per-
tinente que con posterioridad esa situación de dejar de ser servidor público,
tenga derecho a que se borre la información respectiva. Igualmente es compli-
cado el establecer al cabo de qué plazo una información pasa a no ser pertinente.
También está la dificultad de atribución de responsabilidad jurídica, tanto civil,
administrativa o penal, según se trate en la red, porque: 1. Hay problemas para
perseguir contenidos ilícitos para el derecho nacional, por estar ubicados fuera
del ámbito territorial; 2. usualmente quien integra el contenido ilícito lo hace
de forma anónima, por lo que conocer su número IP que identifica el orde-
nador desde el que se conecta –si es que se puede– tal vez no sea suficiente
para conocer la identidad de la persona que ha cometido el ilícito; y 3. la autoría
y difusión colaborativa de los contenidos de la web 2.0 conlleva que sea casi
imposible de determinar el responsable del contenido y de su difusión46. Por úl-
timo, también se puede presentar la dificultad de establecer el cómo establecer
un equilibrio entre el derecho a la información y derecho al olvido.

ix. ¿Solucionará esto el problema de la e-reputación? Pareciera, que no va
existir solución a este nuevo tipo de reputación electrónica con el reconoci-
miento de este derecho al olvido, siendo que al respecto se ha dicho: “Es un
avance en la buena dirección, una primera etapa, pero no es una revolución,

46 En Europa, a partir de la Directiva 2000/31/CE sobre el comercio electrónico, el es-
quema general es que el prestador de servicios de internet no tiene un deber de vigilar
los contenidos que transmite ni es responsable de los mismos si son ilícitos, pero sí
tiene el deber de retirar o bloquear los contenidos cuando las autoridades le comunican
la ilicitud. Del mismo modo, como principio, no hay responsabilidad por el contenido
de los enlaces o de los resultados que ofrece un servicio de búsquedas (como Google).
Sin embargo, la regulación no da respuesta a los problemas que hoy son los más 
habituales. El problema principal reside en determinar si cualquier sitio en la red que
permite integrar contenidos de terceros usuarios (desde un foro clásico a Youtube)
puede beneficiarse de las exenciones legales de responsabilidad.
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porque la e-reputación se juega en gran medida actualmente en las redes
sociales. Además, las páginas que contienen esas informaciones se las arreglarán
para reaparecer”, según advirtió Albéric Guigou, cofundador de Reputation
Squad; así como, en opinión de Olivier Andrieu, consultor independiente
de internet, “el verdadero derecho al olvido es la supresión del contenido.
Los motores pueden olvidar, pero la web no olvidará”47.

Como ya hemos señalado, los medios informáticos potencian también los
peligros respecto de los derechos de la personalidad, como lo son la intimidad,
protección de datos, secreto de las comunicaciones, honor, reputación, inte-
gridad física y moral, los cuales quedan expuestos en gran medida al peligro.
De allí, la importancia del surgimiento en los años 80 del derecho a la protec-
ción de datos personales y el habeas data, los cuales intentan dar respuesta a
los particulares ante los peligros informáticos y desde entonces se han ido
constitucionalizando expresa o implícitamente también este tipo de derechos48.

Del mismo modo, otros derechos como el del secreto de las comunicaciones
adquieren nuevas dimensiones y generan complejas situaciones, ya que es
difícil el tratamiento de los llamados datos de tráfico que generan las comu-
nicaciones de telefonía móvil y el rastro de la navegación en la red49. Lo cierto

47 http://www.eluniversal.com/vida/140603/las-claves-del-derecho-al-olvido-impuesto-
a-google, 14 de junio de 2014.

48 Asimismo, para la protección específica de estos derechos en Europa se ha constitu-
cionalizado en el artículo 8 N° 3 de la Carta de la Unión Europea, además de la exis-
tencia de autoridades administrativas independientes y específicas que incrementan
día a día su importancia. Incluso a veces se reconocen nuevos derechos, como el caso
del derecho fundamental frente al registro oculto en línea, en la sentencia del Tribunal
Constitucional Federal alemán de 27 de febrero de 2008, que declaró inconstitucional
y nula la Ley de Renania del Norte-Westfalia (Az: 1 BvR 370/07 y 595/07). Igualmente
destaca, ante el carácter internacional de estos hechos que amenazan la privacidad, la
“Propuesta Conjunta de Estándares Internacionales de Protección de Datos y Privacidad”
de 2009 por parte de las autoridades de supervisión españolas (la Agencia Española de
Protección de Datos) para reforzar el carácter universal de estos derechos.

49 Desde el ataque terrorista en Nueva York de 11 de septiembre de 2001, en Madrid el
11 de marzo de 2004 y en Londres el 07 de julio de 2005, surgen en todo el mundo
normativas que obligan a la retención masiva de estos datos para la investigación por
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es que no está en modo alguno claro si estos datos de tráfico de comunicaciones
ya finalizadas (llamadas realizadas, correos, navegación en la web, etc.) quedan
bajo la garantía del secreto de las comunicaciones (reforzada por la intervención
judicial) o simplemente amparados por las más débiles garantías del derecho a
la intimidad50. La cuestión se enlaza también con el derecho al anonimato de
los internautas, que en su caso puede estar protegido por la libertad de expresión.
Con esto se observa que no es nada fácil dar una solución a este problema.

x. ¿Qué ocurrirá con el resto del mundo? Es innegable el creciente interés que
se ha mostrado por las personas en el mundo para que sus datos personales
no aparezcan en los índices o resultados que ofrecen los motores de búsqueda
de la red de internet a partir de los datos identificativos de cada quien.

No hay duda que ahora la generalización de las prestaciones y uso de estos
servicios trae importantes consecuencias al permitir el acceso de cualquiera
a datos personales que con anterioridad eran difícilmente localizables, por
encontrarse alojada en sitios de la red que posibilitan su captación y acceso 
a través de la indexación que realizan los buscadores.

Aunque el tratamiento de los datos de los usuarios pueda estar legitimado en
su origen por vincularse a la libertad de expresión y de información, ello no
excluye que deban garantizarse, a solicitud de su titular, el ejercicio de sus
derechos en relación con estos otros.

Sin embargo, en el ámbito de los servicios de búsqueda adquiere una rele-
vancia especial la tutela de los derechos de aquellas personas a cuyos datos

los cuerpos y agencias de seguridad, como sería el caso en la Unión Europea de la
Directiva 2006/24/CE, así como la más importante Convención Internacional sobre
el Cibercrimen de 2001, del ámbito del Consejo de Europa, que facilita la posibilidad
de acceder a los diversos datos contra la comisión de delitos.

50 La primera opción parece ser la seguida en Europa al ver las sentencias del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos de 03 de abril de 2007 (caso Copland vs. Reino Unido,
asunto 62617/00), de 16 de octubre de 2007 (caso Wieser y Bicos Beiligungen GMBH
vs. Austria, asunto 74336/01); de 22 de mayo de 2008 (caso Iliya Stefanov vs. Bulgaria,
asunto 65755/01) y de 10 de marzo de 2009 (caso Bykov vs. Rusia, asunto 4378/02).
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puede accederse como consecuencia de las búsquedas realizadas. En la me-
dida en que la actividad de los buscadores se centra principalmente en asociar
los términos de búsqueda a los sitios de la red en los que consta esta infor-
mación, el ejercicio de los derechos de cancelación u oposición debería estar
asociado a un ejercicio correlativo de tales derechos frente a los responsables
de estos sitios de internet, que son quienes, en origen, permiten el acceso a la
información personal.

Pero, el problema aparece cuando la página o sitio de la red que aloja la infor-
mación no puede borrar los datos que posee por existir un amparo legal o un
conflicto con otro derecho fundamental, siendo que la indexación por parte de
los buscadores genera una difusión masiva de la información personal que se
desea eliminar. Aquí es cuando el ciudadano se puede oponer al tratamiento
que se le da a esa información ejerciendo sus derechos, siempre y cuando exista
un motivo legítimo y fundado referido a su concreta situación personal.

Podrán darse criterios para tutelar la procedencia del derecho al olvido a los
fines de la cancelación o eliminación de la información ante los servicios de
búsqueda, sobre todo en los vinculados con la indexación y recuperación por
parte de los buscadores de internet de datos personales contenidos en todo tipo
de documentos, incluyendo los públicos como documentos oficiales y ediciones
digitales de los medios de comunicación. En estos casos, el responsable del
sitio de internet se puede ver obligado a cesar en el tratamiento o manera en
que maneja los datos, en virtud de la existencia de una exigencia legal, o por el
contrario seguir publicándola al encontrase amparado a mantener la información
en ejercicio del derecho a la información; pero dicha protección no es exigible
ni aplicable al responsable del servicio del motor de búsqueda.

No obstante, los solicitantes del derecho al olvido, pueden exigir que los bus-
cadores o página de origen de la data adopten medidas no solo para cesar en el
tratamiento de la información, sino también para impedir el acceso futuro a la
misma a través de su servicio. Esto estaría fundamentado en el sometimiento
de los prestadores de estos servicios a la las distintas legislaciones nacionales
(aun encontrándose el responsable de tratamiento situado fuera del espacio del
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país respectivo), y de la ausencia de una norma legal o amparo constitucional
que permita la permanencia de la información en los índices de búsqueda, ni en
las páginas que buscadores conservan temporalmente en memoria caché.

En relación con los buscadores, no solo está involucrada la normativa espe-
cífica de protección de datos, la que determine la ley nacional aplicable en
cada país, ya que se trata de servicios de intermediación en los que el prestador
del servicio no es, en principio, responsable de los contenidos informativos a
los que facilita el acceso, debe eliminarlos o impedir dicho acceso a requeri-
miento de un órgano competente que cuestione su licitud.

Los efectos divulgativos multiplicadores que se producen a través de los bus-
cadores y su repercusión en la protección de datos de las personas, tiene
mucha importancia, en lo que se debe tener la necesaria ponderación de las
libertades y derechos que pueden entrar en juego, sin que en ningún momento
pueda entenderse que la libertad de información se impone ante la protección
de los datos personales de los posibles reclamantes, siempre y cuando concurran
motivos fundados, y figuren la información en los índices de los buscadores de
internet que permita facilitar a los usuarios el acceso a determinadas páginas
con esa data.

También se debe tener en cuenta las posibles acciones que los webmasters
pudiesen adoptar para lograr hacer efectivo el derecho solicitado por el par-
ticular que reclama, donde pueden realizar las medidas necesarias para evitar
la indexación de los datos del interesado e impedir que sean susceptibles de
captación por los motores de búsqueda.

De este modo, el derecho al olvido comienza a adquirir una particular rele-
vancia, principalmente en el ámbito de las aplicaciones de uso masivo en la
red, ante su capacidad para dotar a los demás de nuestra información personal
a través de una difusión y exposición global, por medio de las redes sociales,
los buscadores o las plataformas de vídeo, sobre todo cuando ahora está en
boga lo que se ha denominado “periodismo ciudadano”.
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Las personas no tienen que soportar estar expuestos en internet en contra de
su voluntad, ya que a través del derecho al olvido, se pueden aplicar instru-
mentos de defensa y tutela de los derechos de los ciudadanos y que el legis-
lador les ha atribuido en cada país, aunado a la exigencia que se haga de los
responsables de estos servicios de tener un papel más activo y una diligencia
específica en las garantías de los derechos de las personas y especialmente
en la atención del derecho al olvido de los internautas, debiendo para ello
ofrecer garantías frente a los nuevos riesgos que se plantean y surgen con las
nuevas tecnologías, en la que aparece el reconocimiento de nuevos derechos
que garantizan el necesario equilibrio entre la naturaleza abierta de internet
y la protección de la privacidad, lo cual debe formar parte de la agenda so-
cial y representa uno de los desafíos actuales, a fin de proteger los derechos
y libertades necesarios en cualquier sociedad.

2.5. ¿Existe diferencia entre el derecho al olvido
y el habeas data?

El habeas data es un derecho y una garantía constitucional que pretende prote-
ger y defender el derecho a la privacidad y a la intimidad, sin limitar el derecho
a la información, pero dotando a los individuos de un mecanismo de defensa
efectivo, sencillo, expedito y de rango constitucional que lo proteja de la acu-
mulación de información que recopilados en una base de datos, sin reglamen-
tación alguna para su uso, puede hacer nugatorio el derecho a la intimidad51.

51 En cuanto a los distintos conceptos se puede ver Delpiazzo: ob. cit., pp. 259-260; Guerra
Pérez, Walter D.: “Habeas data”. En: Revista de Derecho. N° VII. Universidad Católica
del Uruguay. Montevideo, 2005; Henríquez Maionica, Giancarlo: “El habeas data y
el derecho de la persona con trastornos de identidad de género a obtener documentos
relativos a su identidad biológica”. En: Revista de Derecho Constitucional. N° 8. Edi-
torial Sherwood. Caracas, 2003; Marín García, Gustavo y Ramón Medina, José:
“Sobre la protección de información de datos y el habeas data en Venezuela: hacia su
desarrollo legislativo”. En: Revista de Derecho Administrativo. N° 14. Editorial Sherwood.
Caracas, 2002; Ortíz Ortíz, Rafael: “Algunas consideraciones sobre el habeas data
como derecho civil fundamental”. En: Temas de Derecho Civil. Libro homenaje 
a Andrés Aguilar Mawdsley. Vol. II. Tribunal Supremo de Justicia. Fernando Parra
Aranguren, editor. Caracas, 2004, pp. 35-106; y Romay Inciarte, Lissette: “El habeas
data en la legislación venezolana y el derecho extranjero”. En: Revista Lex Nova. 
N° 242. Colegio de Abogados del estado Zulia. Maracaibo, 2003.
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Es el derecho de acceso y rectificación de la información y de una especial
protección para la información de naturaleza sensitiva (como la religión,
creen cias políticas, genética o información médica); siendo que esa información
recolectada ha de tener un propósito específico, y no debe ser usada con un
fin distinto al que motivó dicha recolección, debiendo ser correcta y adecuada
al propósito perseguido, siendo almacenada solo por el tiempo necesario para
cumplir con el objetivo de la recolección.

El habeas data se ha entendido como un derecho individual, como un derecho
constitucional y como una modalidad de amparo52. Este tipo de acciones impone
a los Estados como obligación el conciliar el derecho a la intimidad en el trata-
miento de los datos personales con el derecho a la libertad de expresión, entre
otras. Así entre los derechos reconocidos por este tipo de acción se encuentra el
derecho de oposición de dar información, el de información, el de acceso, el de
rectificación, el de supresión, el de tutela, el de impugnación y el de consulta.

Así debe existir una protección de datos, se debe dar seguridad, se debe proteger
la privacidad y la intimidad, así como la libertad, lo cual se obtiene mediante
un conjunto de técnicas legales y administrativas.

De esto se deriva lo que se ha conocido como el derecho a la autodetermina-
ción informativa, entendida como la facultad de toda persona para ejercer
control sobre la información personal que le concierne, contenida en registros
públicos o privados, especialmente los almacenados mediante medios informá-
ticos, siendo un derecho personalísimo que ha adquirido autonomía conceptual
con relación con otros derechos de la persona, como la intimidad o privacidad,
la imagen, el honor o la identidad personal, y se integra en el amplio contexto
de la libertad y la identidad personal.

52 Marín García y Ramón Medina: ob. cit., pp. 161-165. TSJ/SC, sent. N° 332, de fecha
14 de marzo de 2001, ha entendido al habeas data como una garantía de tutela de los
derechos fundamentales, particularmente de los derechos de la personalidad que per-
mite a la persona ejercer su derecho a la autodeterminación informativa, y a la pro-
tección o tutela de su derecho a la identidad personal, y al resguardo de sus demás
derechos fundamentales.
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Por ello, es que se debe prohibir utilizar la información personal con una fina-
lidad diferente a la declarada o propuesta al ser ingresados los datos al registro,
siendo que su difusión de manera diversa, sin el expreso consentimiento del ti-
tular de los datos personales o sus sucesores, implica una prohibición absoluta
para la recolección de datos personales, sobre todo cuando se refiera a los lla-
mados “datos sensibles”, especialmente los aspectos ideológicos, convicciones
políticas, religiosos, orientación o conducta sexual, y aquellos temas de salud
que pueden ocasionar discriminación.

Por esto, es que se puede intentar esta acción para rectificar, actualizar, can-
celar o pedir la confidencialidad de esos datos que se encuentren almacenados
en cualquier tipo de formato, ya sea físico o digital, material o inmaterial, lo
cual se vincula con el derecho a la intimidad.

Así, para que los derechos del individuo no queden desprotegidos, se debe
establecer y fortalecer el derecho de los sujetos a consentir quién, cómo,
cuándo, dónde y para qué pudieren recolectarse, almacenarse, procesarse 
y transmitirse los datos referidos a su persona53.

Con los avances tecnológicos que cada vez son más vertiginosos dentro de
este mundo globalizado, se acortan las distancias y los tiempos a los fines 
de obtener información, compilar la misma, procesarla o realizar cualquier

53 TSJ/SC, sent. N° 332, de fecha 14 de marzo de 2001, con relación al derecho a que se
actualice lo compilado, estableció que las acciones destinadas a tal efecto, deben tomar
en cuenta el derecho a la defensa de quien lleva los asientos cuya destrucción se solicita,
cuando el derecho alegado se refiere a la falsedad del contenido de lo guardado y a la
afectación ilegítima que tales anotaciones produzcan al accionante (información sen-
sible), de manera que, las mismas: “… atienden más a una acción autónoma que a un
amparo, ya que en ellos consiguen constituir nuevas situaciones jurídicas en los 
‘archivos’ del demandado, antes de restablecer la situación jurídica del accionante, que
viene a ejercer un derecho con el fin que se excluya desde la fecha del fallo en adelante,
algún dato o datos del archivo”. Además esta sentencia indicó que los registros oficiales
reservados, no secretos, sí están sujetos al artículo 28, al igual que los datos públicos
que carezcan de normativa que permita depurarlos, ya que tal omisión legal causaría
a las personas los perjuicios que el artículo 28 constitucional busca evitar.
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otra actividad relacionada con esta, con lo cual se puede llegar incluso a in-
vadir el derecho a la intimidad o a la privacidad, así como a los derechos
relacionados con éstos. Por esto es que surge el derecho a la autodetermina-
ción informativa que pide sea salvaguardado por la parte solicitante, por in-
dicar que se refiere a datos de carácter personal que se encuentra en manos
de terceros y que penetran en su privacidad.

En este sentido, el habeas data surge como una herramienta judicial idónea para
lograr la protección de este y demás derechos involucrados en este tipo de casos,
ya que se trata de una de las garantías más modernas para solicitar judicialmente
la exhibición, actualización, rectificación o la destrucción de la información y
datos, si fuesen erróneos o afectasen ilegítimamente sus derechos. Todo esto de-
bido a que el habeas data otorga el derecho constitucional al acceso, conoci-
miento sobre el uso y finalidad de la información y los datos que sobre sí misma,
sobre sus bienes o su grupo familiar consten en registros oficiales o privados.

Con esto se busca el resguardo de la idoneidad, actualización y la buena fe
de la información, en protección de la intimidad, protección de los datos
sensibles y no lesividad de los derechos constitucionales en el uso de esa
información o data. Con esta acción extraordinaria, toda persona tiene la po-
sibilidad de acudir a los bancos de datos y archivos públicos o privados, físicos
o digitales, a los fines y dentro de los términos establecidos en el artículo 28
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, para no quedar
indefenso ante las entidades que se dedican al registro de datos personales y
que controlan los elementos informáticos, técnicos y organizativos que pueden
perjudicar los derechos fundamentales, sobre todo al considerar el valor de
cambio que posee la información, la honra, reputación, vida privada y familiar
(véase: artículos 17 y 19 del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y
Políticos, artículos 11, 13 y 14 de la Convención Americana de Derechos Hu-
manos o Pacto de San José de Costa Rica, y artículo 12 de la Declaración
Universal de los Derechos del Hombre).

Visto que la solicitud del accionante en el derecho al olvido se referiría al
petitorio de cambio, modificación, corrección y destrucción de los datos 
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54 Entendiendo que la autodeterminación informativa se refiere al derecho que posee la
persona de decidir qué información personal ofrecer sobre sí misma y que acceso per-
mite sobre la recopilación, recolección o almacenamiento de datos o informaciones
de carácter personal que se encuentran en manos de un tercero y que pueden facilitar
el que se penetre o conozca aspectos privados y personales del individuo, siendo que
aisladamente podría parecer que no tienen ninguna importancia o significación rele-
vante, pero que en conjunto o relacionados entre ellos y con otros datos si lo hacen,
afectándose de esa manera los derechos fundamentales como el derecho a la intimidad,
a la vida privada, al honor, a la reputación, entre otros. Por lo tanto, se posee un control
–que no es ilimitado– sobre esos datos, así como de los archivos contentivos de la in-
formación que sobre la propia persona interesada existen o se poseen, en cuanto a su
recolección, utilización, almacenamiento, transmisión, entre otros.

e informaciones que se encuentran recogidos sobre su persona en archivos
públicos y privados, se podría pensar que efectivamente guarda relación con
el derecho de autodeterminación informativa54.

Así, el habeas data como derecho se relaciona con la información, sea esta
automatizada o no, en cuanto a la facultad que tiene el individuo de controlar
las informaciones (acceso a la información, rectificación, modificación, des-
trucción, actualización, entre otros) que de su persona consten en las base de
datos o redes de información, por lo que se encuentra íntimamente relacio-
nado o da el derecho a la autodeterminación informativa. Igualmente, es una
garantía, medio, instrumento o mecanismo procesal en cuanto a que permite
el acceso a los órganos de administración de justicia en protección de otros
derechos fundamentales como la intimidad, el honor, la reputación, la vida
privada, etc., que se encuentran relacionados según las circunstancias y los
hechos con el habeas data como derecho.

Pero se debe tener presente que el habeas data consagrado en el artículo 28
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, supone un me-
canismo procesal efectivo para propiciar la rectificación de los datos de la
persona que se encuentren en registros públicos o privados, cuando no co-
rresponden con la realidad, tratándose de una acción especialmente diseñada
para garantizar el derecho constitucional a los datos o información, para ac-
ceder, conocer la finalidad, la destrucción, actualización o rectificación de
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55 Esta es la opinión de Domínguez Guillén, María Candelaria: “Algunas sentencias
que declaran el cambio de sexo”. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y
Políticas. N° 130. Universidad Central de Venezuela. Caracas, 2007, pp. 94-97, la cual
compartimos plenamente.

los datos o información que haya sido almacenada con o sin el conocimiento
del titular. Además, se debe tomar en cuenta que la jurisprudencia ha decla-
rado improcedente este tipo de acción cuando existe una vía procesal distinta
que pueda satisfacer la pretensión del actor, con lo que se observa su carácter
residual o subsidiario, como lo sería un juicio contencioso administrativo
(TSJ/SC, sent. N° 2452, de fecha 01 de septiembre de 2003), de rectificación
de partidas (TSJ/SC, sent. N° 332, de fecha 14 de marzo de 2001, o N° 1306,
de fecha 19 de julio de 2001) o la acción de amparo (TSJ/SC, sent. N° 565, de
fecha 17 de marzo de 2003, N° 2303, de fecha 21 de agosto de 2003, N° 920,
de fecha 15 de mayo de 2002 y N° 3001, de fecha 02 de diciembre de 2002),
siendo que se precisa de una protección mucho más especial y particular para
ejercer el habeas data (TSJ/SC, sent. N° 2452, de fecha de 01 de septiembre
de 2003). Por ello, en esta acción, ante la ausencia de otra, se pretende la
simple rectificación de un dato personal sin entrar a debatir jurídicamente
la procedencia de fondo de dicho cambio, que sería parte de la materia que
habría de ventilarse en otro tipo de procesos que van más allá de una simple
corrección o rectificación55.

En este sentido, visto que el actualmente llamado “derecho al olvido” se trata
de la facultad que tiene el individuo sobre datos personales para borrarlos,
bloquearlos o suprimirlos, cuando contengan información personal que se
considere obsoleta por el transcurso del tiempo o que de alguna manera afecte
el libre desarrollo de alguno de los derechos fundamentales del sujeto titular
del mismo, pareciera entonces que fuese procedente este tipo de acción 
(habeas data) para proteger el derecho a la dignidad, a la intimidad, a la vida
privada, a la reputación, al honor, a la imagen, a la salud mental, a la calidad
de vida y a un proyecto de vida, a los fines de actualizar o rectificar, la infor-
mación y la data, siendo que se trata en definitiva de lo mismo, con la única
diferencia que el primero se limita al aspecto digital que se encuentra en internet
o la red y al aspecto financiero, mientras que el segundo es más amplio.
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Conclusiones

De lo que hemos visto, podemos observar que los Derechos Humanos son la
proyección jurídica de la dignidad de la persona y la condición de su desarrollo,
lo cual a su vez subraya la dimensión individual de los mismos, los cuales
deben ser protegidos por todos los Estados y Naciones, vinculados estrecha-
mente con la dignidad del ser humano y dentro de los cuales se encuentra una
variedad y categoría de los mismos que se hallan especialmente vinculados al
“derecho al olvido” los derechos al libre desarrollo de la personalidad, los de-
rechos de la personalidad, a la libertad, a la intimidad, a la vida privada y a la
propia imagen, a la integridad psicofísica y moral, al honor y a la reputación.

Ante la universalización y globalización del internet y los accesos a la red, que
contiene una enorme capacidad de almacenaje de información y posee impor-
tantes motores de búsqueda de información que permiten localizar cualquier
dato en cuestión de segundos, y con gran facilidad, hace difícil que quede en
el olvido cualquier información que se coloque allí, lo cual le da un carácter
casi de perennidad a la misma que genera nuevos desafíos para el derecho, en
cuanto a determinar si una persona puede lograr borrar esa información del
pasado, de qué manera y ante quién, aunque usualmente la solicitud de reclamo
para la eliminación de esos datos se dirigen contra el medio original que lo
contiene, el sitio de internet, en donde se encuentra publicado o el motor
de búsqueda que indica donde hallarla, debiéndose evaluar cada solicitud de
forma individual, para buscar un equilibrio entre los derechos de privacidad
de los usuarios y el derecho del público a conocer y distribuir información,
examinando si los resultados incluyen información obsoleta sobre el solici-
tante, así como si existe interés público por esa información, como lo sería,
por ejemplo, información sobre estafas financieras, negligencia profesional,
condenas penales o comportamiento público de funcionarios del gobierno.

Así, surge el derecho al olvido, vinculado y relacionado con el habeas data
y la protección de los datos personales, por lo que se entiende como la facultad
que tiene el individuo sobre datos personales para borrarlos, bloquearlos o su-
primirlos, cuando contengan información personal que se considere obsoleta
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por el transcurso del tiempo o que de alguna manera afecte el libre desarrollo
de alguno de los derechos fundamentales del sujeto titular del mismo, tratándose,
a nuestro entender, de una especie de habeas data vinculado especialmente con
el mundo informático y no de un derecho independiente y nuevo.

De este modo, vemos que los particulares pueden pedir el retiro de informa-
ciones que les conciernan y que ya no son pertinentes, salvo en el caso que
exista un interés público o se trate de una persona pública, como los políticos
o las personas célebres, sin que ello signifique una discriminación y violación
al derecho a la igualdad, ya que, por el contrario, en razón de ser personas
públicas, todo lo vinculado con ellos es público y no pueden alegar este de-
recho a su favor, ya que renunciaron de manera tácita, en cierta forma a ello,
salvo en el caso de ciertos límites que afecten el núcleo esencial de algún 
derecho humano que les concierna.

No obstante, el reconocimiento de este derecho y la posibilidad de la elimi-
nación de los datos, ello no significa que desaparezca completamente la data
de la red, ya que aunque el buscador respectivo elimine el vínculo indicado,
la información podría ser ubicada en algún buscador que no fuera objeto de la
solicitud de retiro de la información o en alguna dirección de la red que posea
la información que se quiere eliminar.

Igualmente, se pueden presentar dificultades en los casos de homonimia,
siendo que se solicite la eliminación de un dato o información alegando que
es propio cuando no lo es, ya que la página señalada puede concernir a un
homónimo, lo que será difícil de verificar por el buscador respectivo. También
puede surgir la dificultad de determinar cuándo una persona es “pública” y
por ende no tiene derecho a solicitar que se borre la información contenida
sobre ella, o si dejó de ser funcionario público, si es pertinente que con esa
posterioridad se borre la información respectiva. Del mismo modo, es com-
plicado el establecer al cabo de qué plazo una información pasa a no ser per-
tinente y también es difícil establecer quién es el responsable. Finalmente, se
puede presentar la dificultad de establecer un equilibrio entre el derecho a la
información y derecho al olvido.
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Por lo tanto, pareciera, que no va existir por ahora una solución fácil y abso-
luta a este nuevo tipo de reputación electrónica con el reconocimiento de este
derecho al olvido, aunque se trata de un avance en una primera etapa que in-
volucra los buscadores y que posteriormente seguramente incluirá las redes
sociales y páginas web en particular, para poder tratar de alcanzar el verdadero
derecho al olvido que es la supresión del contenido.

* * *

Resumen: La presente colaboración reflexiona sobre un derecho que ha sur-
gido producto de las tecnologías de la información y que cada día adquiere
mayor reconocimiento en diversos ordenamientos, el cual no es otro que el
derecho al olvido. Para su análisis se parte de nociones preliminares para así
comprender su la relación con el sistema de facultades fundamentales. Cier-
tamente, el autor después de comentar sucintamente los conceptos previos,
se introduce en el examen de dicho derecho humano, planteando varias inte-
rrogantes que responde acudiendo a la experiencia foránea, donde el mismo
ha alcanzado especial repercusión. Finaliza trazando las líneas que relacionan
el derecho al olvido y el habeas data concluyendo que el primero es un género
que se particulariza cuando se requiere protección de datos personales en el
aspecto digital y el habeas data es más amplio al referirse a la protección
de cualquier dato personal que no posea medios particulares de protección.
Palabras clave: derecho al olvido, acceso universal a internet, autodetermi-
nación informativa, protección de datos personales. Recibido: 31-01-2015.
Aprobado: 25-02-2015.




